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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiuno (21) de marzo de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0245
Hora: 3:15 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el abogado Óscar Javier Trejos Pérez, apoderado judicial del señor William Andrés Salazar Alzate, en contra de la  Fiscalía 2ª Seccional  de La Dorada, Caldas.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. El señor William Andrés Salazar Alzate denunció en el mes de marzo de 2015 al señor José Gilberto Criollo Calderón por la presunta conducta de fraude procesal, la cual quedó radicada en la Fiscalía 2ª Seccional de La Dorada, Caldas, bajo el No.17380 60000 51 2015 00150.  En tal virtud, apoderado judicial del accionante elevó una petición a la Fiscalía 2ª Seccional de La Dorada, Caldas con el fin de que informara sobre las citaciones para llevar a cabo interrogatorio y formulación de imputación al indiciado, respuesta que se obtuvo a raíz de una acción de tutela resuelta por la Sala Penal del Tribunal Superior de Manizales, Caldas.  Sin embargo, a la fecha no se ha podido interrogar al señor José Gilberto Criollo Calderón, pese a que ha sido citado en varias oportunidades, unas veces por cuanto el mismo ha dilatado esta diligencia y en otras ocasiones porque el investigador Oliver Arias no ha asistido a la misma.

Consideró que la Fiscalía demandada lleva casi 23 meses sin avanzar en el caso descrito, lo que vulnera el derecho fundamental al debido proceso del señor Salazar Alzate, por cuanto ha dilatado injustificadamente la actuación.  

Por lo anterior, solicitó que se protejan los derechos fundamentales al debido proceso y el acceso a la administración de justicia y se ordene a la Fiscalía 2ª Seccional de La Dorada, Caldas, que en un término razonable cite a formulación de imputación al señor José Gilberto Criollo Calderón (Fls. 1-4)

Adjuntó con la demanda original del poder conferido al abogado Óscar Javier  Trejos Pérez (folio 5).
2.2. Mediante auto del 8 de marzo de 2017, se avocó el conocimiento de la presente acción  tutela a prevención, pese a que la autoridad demandada está ubicada en La Dorada, Caldas, por considerar que el motivo que llevó a instaurar la presente acción de tutela no deviene de una presunta vía de hecho por el proferimiento de una decisión de la Fiscalía 2ª Seccional de la mencionada municipalidad, caso en el cual se deberían remitir las diligencias al superior jerárquico de esa célula judicial, es decir, a la Sala Penal del Tribunal Superior de Manizales, Caldas, tal como lo establece el artículo 1 numeral 2 del Decreto 1382 de 2000
 (Fls. 8 y 9).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1. FISCALÍA 2ª SECCIONAL DE LA DORADA, CALDAS
Su titular informó que al revisar la carpeta radicada al NUNC 17386000051201500150 donde es indiciado José Gilberto Criollo Calderón y otro, por el presunto delito de fraude procesal, aparece a folio 95 respuesta del investigador Holver Arcila Cardona adscrito al CTI de esa ciudad a la orden de Policía Judicial emitida por ese despacho el 13/06/2016 en la que se solicitó ubicar al indiciado con el fin de interrogarlo, entre otros EMP, la cual tiene recibido el 17/01/2017. Al respecto, observa que el investigador agotó todos los medios posibles a su alcance para la ubicación del señor Criollo Calderón y del otro indiciado, búsqueda que se hizo a través de desplazamientos a Victoria, Caldas, lugar de los hechos, en bases de datos de las diferentes EPS, marcaciones a los abonados telefónicos que registró con resultados negativos.  Sin embargo, fue ubicado por el investigador a través de un número de celular que aportó otro ciudadano, comprometiéndose en varias oportunidades a comparecer al llamado de la justicia a rendir su interrogatorio sin que a la fecha hubiera asistido. 

Indicó que anexo a la respuesta al programa metodológico se recibieron otros EMP incompletos, los cuales a través de otra orden a Policía Judicial emitida por esa Seccional en conjunto con el CTI, los están “perfeccionando” con la finalidad de tomar la decisión en este caso a que haya lugar.

Precisó que pese a la alta carga laboral que se tiene en esa Seccional y el tiempo transcurrido, ha estado pendiente y recaudando todos los EMP y EF que le permita “perfeccionar” la investigación.  Así mismo, consideró que está bien para el accionante que le de ciertas luces a la Fiscalía para agilizar la investigación, pero ello en modo alguno es camisa de fuerza para su cumplimiento, toda vez que es el Fiscal el coordinador de la misma y no las partes.  De tal manera, que lo que se pretende es acopiar la mayor cantidad de pruebas para una eventual imputación de cargos ante el juez de control de garantías, de conformidad con los presupuestos del artículo 250 de la Constitución Nacional.

Por lo anterior, solicitó desestimar la pretensión del accionante, toda vez que no se han vulnerado derechos fundamentales al mismo. (Folio 13)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico 

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si la autoridad judicial ha vulnerado los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia al señor William Andrés Salazar Alzate, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5.   De conformidad con los derechos fundamentales invocados por los accionantes, esta Sala relacionará apartes de la Sentencia T-555 de 2015, en la que la Corte Constitucional se refirió tanto a la fase de indagación preliminar en el sistema acusatorio como a la duración de la indagación frente a los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. Con relación a la fase de indagación, en primer lugar se dijo lo siguiente: 
“(…) Concretamente, la investigación de los hechos que revisten características delictuales se inicia desde el momento en que la Fiscalía tiene conocimiento de la notitia criminis, hecho que puede ser comunicado a ese organismo por denuncia, querella, petición especial o cualquier otro medio idóneo.
 
“La Fiscalía, en una primera fase de indagaciones, determina la ocurrencia de los hechos y delimita los aspectos generales del presunto ilícito. Dado que los acontecimientos fácticos no siempre son fácilmente verificables y que las circunstancias que los determinan pueden hacer confusa la identificación de su ilicitud, el fin de la indagación a cargo de la Fiscalía, y de las autoridades de policía judicial, es definir los contornos jurídicos del suceso que va a ser objeto de investigación y juicio. La fase de indagación es reservada y se caracteriza por una alta incertidumbre probatoria, despejada apenas por los datos que arroja la notitia criminis.
 
“Cumplida la indagación, la Fiscalía puede formular ante el juez de garantías la imputación contra el individuo del que sospecha caberle responsabilidad penal por el ilícito. De acuerdo con el artículo 286 del C.P.P., la formulación de imputación es ‘el acto a través del cual la Fiscalía General de la Nación comunica a una persona su calidad de imputado, en audiencia que se lleva a cabo ante el juez de control de garantías’. La Fiscalía promueve dicha formulación cuando ‘de los elementos materiales probatorios, evidencia física o de la información legalmente obtenida, se pueda inferir razonablemente que el imputado es autor o partícipe del delito que se investiga’”.
 
4.51.  Con respecto a la  duración de la indagación frente a los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, en la sentencia aludida, la Corte Constitucional señaló:
 
 “(…) Sobre la indeterminación en el tiempo de la etapa previa a la instauración de la acción penal y la incidencia de ello en el debido proceso, esta Corte se pronunció en sentencia C-412 de 1993[7], al examinar la constitucionalidad del artículo 324 del Decreto 2700 de 1991, por el cual se expiden normas de procedimiento penal, relativo a la duración de la investigación previa, que, mutatis mutandis, se asemeja a la etapa de indagación preliminar del actual procedimiento previsto en la Ley 906 de 2004. En dicha oportunidad, la Corporación declaró inexequible la norma acusada, al considerar, entre otros argumentos, lo siguiente:
 
“(…) El Estado de derecho (CP art. 1) no se concilia con la adopción general del principio de oportunidad para el ejercicio de la acción penal, la que debe promoverse siempre que existan fundamentos de hecho. La titularidad de la acción penal que corresponde al Estado y se ejerce por conducto de la Fiscalía General de la Nación (CP art. 250) y de los jueces competentes (C de P.P: art. 24), no está sujeta a su discrecionalidad, pues si así fuera sucumbirían los principios de efectividad y de igualdad ante la ley penal (CP art. 13). La ilimitada duración temporal de la investigación previa - que se hace coincidir con el término de prescripción penal - estimula el ejercicio del libre criterio de los funcionarios que en ella participan para decidir su clausura, de modo que el deber de perseguir y de acusar puede terminar por convertirse en un juicio de mera oportunidad.
“(…) es forzoso concluir que no se aviene al debido proceso y, por el contrario, lo niega, la configuración de una etapa investigativa carente de término. Se contraviene la idea medular del proceso que se sustenta en la esencialidad y en la previsibilidad de las formas, pues, una etapa indefinida en el tiempo no canaliza ni puede servir de molde idóneo a la actividad del Estado que reclama disciplina y orden y que, en la investigación del delito debe avanzar de manera progresiva y a través de una serie de actos vinculados entre sí y orientados hacía un resultado final que necesariamente se frustraría si a las diferentes etapas no se les fija término, más aún si son contingentes y puramente instrumentales como acaece con la investigación previa.

“El ejercicio anticipado del derecho constitucional al debido proceso (CP art. 29), correlativo al desarrollo de la función investigativa y punitiva del Estado, proscribe la actuación investigativa que se prolongue indefinidamente en el tiempo. La ausencia de término específico para la investigación previa, legitima inconstitucionalmente las más excesivas dilaciones toda vez que su finalización podría coincidir con el momento de la prescripción de la acción penal”.
 
(…) Más recientemente, en la sentencia C-893 de 2012[9], al estudiar la constitucionalidad del parágrafo único del artículo 49 de la Ley 1453 de 2011, modificatorio del artículo 175 de la Ley 906 de 2004, la Corte reiteró la postura que se viene defendiendo para declarar exequible el precepto demandado, y señaló:
 
“(…) la fijación de un término estimula el cumplimiento de las funciones de los fiscales, pues se radica en ellos un deber específico de adelantar las pesquisas e indagaciones necesarias dentro de límites temporales concretos. En definitiva, el efecto del plazo no es liberar al fiscal de sus deberes y de su carga procesal, sino de constreñirlo a que lo haga pronta y eficientemente.
 
 “Prueba de ello es que la decisión de archivo a la que alude el demandante debe ser motivada, por lo que no bastaría con que el fiscal espere negligente e irresponsablemente a que transcurra el plazo legal para adoptar una decisión en este sentido, sino que al contrario, debe movilizarse para reunir los elementos de juicio para justificar adecuadamente su decisión, bien sea en el sentido de formular la imputación, o bien en el de archivar las diligencias. En definitiva, el señalamiento de un límite temporal constituye un apremio a las autoridades para actuar eficientemente.
 
“Así entendido, el término es un dispositivo que activa, impulsa y moviliza la actividad procesal de los operadores jurídicos, para que adelanten el procedimiento de manera pronta, diligente y eficaz, y aseguren una respuesta dentro de límites temporales razonables; la inexistencia de estos términos, por el contrario, fomenta la inactividad procesal y favorece la dilación indefinida de los procesos, en perjuicio de las propias víctimas. En otras palabras, la definición de un plazo asegura a las víctimas de los delitos el acceso a la justicia, así como los derechos que se exigen a través de ella”.
(…) En lo que toca a esta garantía iusfundamental, en concreto, lo relativo a la celeridad en el contexto de la investigación por hechos punibles, en sentencia T-791 de 2014, esta Sala Octava de revisión de tutela se pronunció en los siguientes términos:
“El derecho a la consecución de un proceso en un plazo razonable ha sido consagrado de manera expresa en la Convención Americana de Derechos Humanos, como la garantía que tiene toda persona a ser oída ‘dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter’.
 
“La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha reconocido en reiterada jurisprudencia la necesidad de adelantar procesos judiciales con celeridad, analizando la razonabilidad del plazo al interior del mismo con base en los siguientes criterios: ‘(i) la complejidad del asunto, (ii) la actividad procesal del interesado y (iii) la conducta de las autoridades nacionales’.

“De otra parte, la Corte Constitucional ha señalado que la inobservancia de los términos judiciales, vulnera el derecho fundamental al debido proceso, pues el principio de celeridad es la base fundamental de la administración de justicia. De manera concreta, en la Sentencia T-450 de 1993, se expuso que ‘[n]i el procesado tiene el deber constitucional de esperar indefinidamente que el Estado profiera una sentencia condenatoria o absolutoria, ni la sociedad puede esperar por siempre el señalamiento de los autores o de los inocentes de los delitos que crean zozobra en la comunidad. (...) Luego es esencial la aplicación del principio de celeridad en la administración de justicia. Ello se desprende directamente del artículo 228 de la Constitución, e indirectamente del artículo 209, cuando sostiene que el principio de celeridad debe caracterizar la actuación administrativa. Fue pues voluntad manifiesta del constituyente consagrar la celeridad como principio general de los procesos judiciales. Ahora una dilación por una causa imputable al Estado no podría justificar una demora en un proceso penal. Todo lo anterior nos lleva a concluir que frente al desarrollo del proceso penal, se deben aplicar las disposiciones sobre fijación de términos en desarrollo del principio de respeto a la dignidad de la persona, como límite a la actividad sancionadora del Estado’.
“Así las cosas, la dilación injustificada de los procesos penales vulnera el debido proceso, lo cual faculta al afectado a interponer la acción de tutela, pues es deber de las autoridades judiciales cumplir de manera diligente los plazos procesales, toda vez que la demora en el trámite de un proceso no tenga justificación”.
(Subrayas propias)
 
4.6.  La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable.”. 
4.7.   DEL CASO EN CONCRETO

4.7.1.  En el caso sub examine, observa la Sala que el motivo que llevó al apoderado judicial del señor William Andrés Salazar Alzate a  acudir a la presente acción de tutela, tiene su fundamento en que la Fiscalía 2ª Seccional de La Dorada, Caldas, no ha sido diligente para tomar las medidas necesarias tendientes a interrogar o formular imputación al señor José Gilberto Criollo Calderón por la presunta conducta delictiva de fraude procesal, denunciada desde el mes de marzo de 2015.

4.7.2.   El  artículo 175 de la Ley 906 de 2004 modificado por el artículo 49 de la Ley 1453 de 2011 señala que:

 “… el término de que dispone la Fiscalía para formular la acusación o solicitar la preclusión no podrá exceder de noventa  días contados desde el día siguiente a la formulación de la imputación, salvo lo previsto en el artículo 294 de este código.
(…)  PARÁGRAFO. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años.

PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo 35 de la Ley 1474 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> En los procesos por delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializados, por delitos contra la Administración Pública y por delitos contra el patrimonio económico que recaigan sobre bienes del Estado respecto de los cuales proceda la detención preventiva, los anteriores términos se duplicarán cuando sean tres (3) o más los imputados o los delitos objeto de investigación.”
4.7.3. Por su parte, el artículo 11 de la misma Ley 906 de 2004 establece que el Estado garantizará el acceso de las víctimas a la administración de justicia, de modo que, entre otros derechos, en titularidad de éstas radica obtener una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo del autor o partícipe del injusto o de los terceros llamados a responder en los términos de este código, a recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los términos establecidos en este código, información pertinente para la protección de sus intereses y a conocer la verdad de los hechos que conforman las circunstancias del injusto del cual han sido víctimas.
4.7.4.  De acuerdo al artículo 250 la Constitución Nacional, el ejercicio de la acción penal está a cargo de la Fiscalía, quien puede solicitar al juez de control de garantías las medidas necesarias para asegurar la comparecencia de los imputados, la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, (numeral 1º de dicha norma) y las medidas necesarias para la protección de las víctimas, así mismo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-293 de 2013, reiteró el papel del Fiscal, así:
“4.3. En primer lugar, en este sistema penal de tendencia acusatoria, el Fiscal es el titular de la acción penal y la ejerce en representación de los intereses del Estado y de las víctimas.[70] Con la reforma introducida mediante el Acto Legislativo 03 de 2002, la actividad investigativa desarrollada por la Fiscalía General de la Nación se encamina a la consecución de los siguientes fines “(i) la búsqueda de la verdad material sobre la ocurrencia de unos hechos delictivos; (ii) la consecución de la justicia dentro del pleno respeto por la dignidad humana y los derechos fundamentales del procesado; (iii) la protección y reparación integral de los perjuicios ocasionados a las víctimas; (iv) la adopción de medidas efectivas para la conservación de la prueba; y (v) el recurso, dentro del marco estricto de la ley, a mecanismos que flexibilicen la actuación procesal, tales como la negociación anticipada de la pena y la aplicación del principio de oportunidad, de tal suerte que, al igual que sucede en el modelo americano, sólo una pequeña parte de los procesos lleguen a la etapa de juicio oral[71], aproximadamente un 10%, con el fin de no congestionar el sistema penal”.
4.7.5.  Así las cosas, este Tribunal advierte que si bien es cierto la denuncia presentada por el accionante en contra del señor José Gilberto Criollo Calderón data del mes marzo de 2015, también lo es que la Fiscalía 2ª Seccional de La Dorada, Caldas, según la respuesta de su titular, viene  adelantando las labores relacionadas con la verificación de los hechos y recolección de algunos materiales probatorios que conducirán, eventualmente, a la formulación de imputación al indiciado, por lo que no puede concluirse una dilación excesivamente injustificada del trámite a seguir para la culminación de la indagación, labor esta que es potestativa de la Fiscalía, lo que no permite verificar la vulneración al debido proceso o el acceso a la administración de justicia al señor Salazar Alzate. 

4.7.6. De todos modos, al existir un proceso penal en curso, no es viable acudir al juez de tutela para que imparta órdenes a la Fiscalía, toda vez que se desconocería la independencia y la autonomía de que está revestida para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque se  desnaturalizaría el objetivo para el cual se creó el mecanismo de amparo como lo es la protección de derechos fundamentales y constitucionales y no definir la controversia planteada por el accionante por vía de tutela. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas
 ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido intervenir en “procesos en curso”, tal como indicó en el radicado 68.111 del 18 de julio de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:

“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” (Subrayas propias) 
Significa lo anterior, que la actuación penal donde el accionante es el denunciante, no ha culminado, motivo suficiente para  señalar  la improcedencia del amparo invocado, puesto que será dentro de dicho proceso penal en el que los mismos podrán acudir reclamar las garantías que consideran han sido vulneradas, lo que torna inviable el recurso de amparo propuesto. 
Por tal razón, se reitera, que al existir un mecanismo judicial, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el  numeral 1° del artículo 6°, del Decreto 2591 de 1991 que señala que “La acción de tutela no procederá (…) Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.” 
4.7.7.   Así mismo, el inciso 4º  del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, circunstancia esta que no se encuentra acreditada dentro de la foliatura; por lo tanto, la presente demanda de tutela  no puede prevalecer ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de los derechos fundamentales del señor William Andrés Salazar Alzate.
Los precedentes razonamientos llevan a esta Sala a concluir que el amparo constitucional demandado es improcedente.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada por el apoderado judicial del señor William Andrés Salazar Alzate en contra de la Fiscalía 2ª Seccional de La Dorada, Caldas.
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria 
� ARTICULO 1º-Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden nacional, salvo lo dispuesto en el siguiente inciso, serán repartidas para su conocimiento, en primera instancia, a los tribunales superiores de distrito judicial, administrativos y consejos seccionales de la judicatura.


(…) “2. Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal.


ARTICULO 2º-Cuando en la localidad donde se presente la acción de tutela funcionen varios despachos judiciales de la misma jerarquía y especialidad de aquél en que, conforme al artículo anterior, resulte competente para conocer de la acción, la misma se someterá a reparto que se realizará el mismo día y a la mayor brevedad.  


(…)PAR.-Si conforme a los hechos descritos en la solicitud de tutela el juez no es el competente, éste deberá enviarla al juez que lo sea a más tardar al día siguiente de su recibo, previa comunicación a los interesados.


En este caso, el término para resolver la tutela se contará a partir del momento en que sea recibida por el juez competente. 


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13
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